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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar la impugnación impetrada contra el fallo proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de esta ciudad, el día treinta y uno (31) de mayo de 2005 dentro de la acción de tutela promovida por el ciudadano GERARDO MARTÍNEZ, en contra del Instituto de los Seguros Sociales. 

2.- hechos

Los narró el accionante así:

- Laboró en el sector privado y estuvo afiliado al Instituto de los Seguros Sociales por riesgo de invalidez, vejez y muerte; sin embargo, no aparece reportado a esta entidad el período laborado en la empresa Superbuses Ltda. entre los años 1968 y 1972, que para el año 1994 tendría un total de 521 semanas cotizadas y 51 años de edad, por lo cual se encontraba dentro del régimen de transición que permitía a los hombres con 40 años de edad y 500 semanas beneficiarse automáticamente de la pensión.

- Que existe un incumplimiento de las obligaciones del Seguro como entidad adscrita la sistema general de pensiones al no concederle la pensión, que de no hacerlo pondría en evidente deterioro su vida, dignidad humana y el mínimo vital, por tratarse de un adulto de 63 años de edad que no tiene otra fuente de ingresos para el sostenimiento suyo y de su familia la cual depende de él. No posee las condiciones mínimas de existencia para conseguir un trabajo que le ayude en ese propósito, por tanto su subsistencia y la de los suyos dependen de la pensión.

- En su concepto reúne los requisitos para que se le reconozca y se le pague la pensión de vejez. Aporta copias de documentos relacionados con las gestiones realizadas ante el Seguro Social, entre ellos copia de fallo proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, y otros atinentes a su vinculación a tal entidad.

- Sería injusto que los asegurados que han pagado sus obligaciones de manera puntual, se les sacrifique por otros que teniendo la obligación de cumplir mensualmente con los aportes no lo hacen y señala el caso de la empresa Superbuses Ltda. en la que laboró desde 1968 a 1972 donde mensualmente le descontaban de la nómina el pago de los aportes.

3. DEMANDA

A juicio del demandante el Instituto de los Seguros Sociales le ha vulnerado sus derechos fundamentales de a la igualdad, al mínimo vital y a la dignidad humana conexa con la vida y su petición se centra en que el juez de tutela proteja los derechos afectados.
4.- contestación 

La Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del I. S. S. manifiesta que en varias ocasiones se le han respondido al actor las solicitudes que en ejercicio del derecho de petición ha elevado. 

Señala que el señor MARTÍNEZ adolece de uno de los requisitos formales para la obtención de la pensión de vejez señalados en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en concordancia con el artículo 13 del decreto 758 de 1990 en lo que se refiere a haber cumplido sesenta (60) años de edad, haber cotizado mil (1000) semanas en cualquier tiempo o quinientas (500) semanas en los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de la edad mínima requerida.

Revisada la historia laboral no aparece constancia de tiempo laborado en la Empresa Superbuses Ltda. y que el carné que se aporta solo demuestra que el accionante tuvo una relación laboral con tal empresa y que de haber cotizado al seguro se reflejaría en tal record. Por tanto, de conformidad con los artículos 2 y 5 del Decreto 2591 de 1991 no se ha configurado violación de derecho fundamental alguno al darle oportunas respuestas al accionante, fundamentadas en la normatividad que rige la pensión de vejez.

5.- fallo

El señor Juez a quo hace algunas precisiones acerca de la naturaleza de la acción de tutela y su procedencia cuando se evidencia la transgresión de una garantía fundamental, siempre y cuando no exista otro medio de defensa judicial, excepto cuando se trate de evitar un perjuicio irremediable en cuyo caso aparece como mecanismo de protección transitorio y subsidiario.

Precisamente al observar que en efecto se hizo uso de la jurisdicción laboral para obtener la pensión que ahora pedía por esta acción, en la cual se profirió decisión que absolvió al Seguro Social; concluyó que no era procedente conceder el amparo deprecado.

Desde ese punto de vista tuvo en cuenta que el actor tuvo la oportunidad de interponer los recursos otorgados por la Constitución y la Ley pero no lo hizo, y era necesario descartar de plano que al haberse decidido de manera desfavorable a sus pretensiones se pudiera acudir a esta vía para lograr el mismo objetivo, porque era evidente que existía otro medio de defensa judicial y que había sido utilizado con los resultados señalados.

En ese entendido puntualizó que los fallos adoptados por los jueces de la República después de estar debidamente ejecutoriados hacen tránsito a cosa juzgada y gozan de la presunción de legalidad, por lo que no puede predicarse de ellos que sean fuente de perjuicio irremediable.

Se refirió al conjunto de acciones, trámites, recursos y procedimientos encaminados a que se garanticen los derechos constitucionales, existentes en la justicia ordinaria, pero que no era permitido utilizar la acción de tutela como instrumento paralelo para lograr unos derechos invocados y que no han sido violados por la entidad demandada.

6.- impugnación 

En el escrito pertinente el actor señala interponer impugnación contra la decisión proferida por el Juzgado Tercero con la radicación correspondiente a esta actuación. 

Los argumentos presentados se refieren a aspectos del Código Contencioso Administrativo atinentes a la oportunidad para iniciar las acciones ante la jurisdicción correspondiente y en nada se refieren al fallo proferido dentro de esta acción. En principio, esa forma de proceder aparecería como una falta de fundamentación del recurso, pero cabe precisar que en materia de tutela basta la sola manifestación de impugnación para que el superior funcional del fallador de primera instancia conozca del procedimiento, en consecuencia, a ello procederá la Sala.

7.- SE CONSIDERA

7.1. Esta Corporación es competente para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo emitido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991, y 1º del decreto 1382 de 2000. 

7.2. Ante la ausencia de un particular ataque al fallo de tutela proferido por la señora sentenciadora, debe la Sala determinar si el mismo está adecuadamente fundamentado de conformidad con lo tramitado en la acción y si la decisión adoptada respeta los parámetros constitucionales, legales y jurisprudenciales previamente sentados para esta excepcional vía de protección de los derechos fundamentales.
7.3. Estudiada la foliatura, resulta evidente que el actor ha interactuado en varias oportunidades con su contraparte en este evento, toda vez que han sido varias las solicitudes que en ejercicio del derecho constitucional fundamental de petición ha elevado, ante lo cual se han producido las respuestas pertinentes por parte del Seguro Social. En especial, no se puede desconocer que ventilado el asunto ante la Jurisdicción Laboral, se profirió fallo que resultó contrario a los intereses del señor GERARDO MARTÍNEZ.

Por lo demás, no ha sido posible por parte del actor desvirtuar la realidad objetiva que presenta la entidad estatal, en el sentido de no reunir el accionante los requisitos que se exigen para acceder a la pensión por vejez, pues aunque hace referencia a un tiempo laborado en la empresa Superbuses, ninguna cotización aparece reportada por ese concepto.

En esas condiciones, no puede el Juez en sede de tutela pasar por sobre estos dos aspectos que son transcendentales en el presente evento, en primer lugar porque al haberse agotado el procedimiento iniciado en la jurisdicción ordinaria, no resulta válido acudir a la acción de tutela como mecanismo residual en busca de obtener una decisión que socave la presunción de legalidad que soporta la providencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, que como bien se ha dicho en la instancia, hizo tránsito a cosa juzgada y solo puede ser atacada si se hubiere configurado una vía de hecho, lo cual resulta poco probable -así se infiere de la lectura de la sentencia- o mediante las opciones normales que el proceso laboral conlleva para atacar las providencias proferidas en tal jurisdicción. 

Pero además, y en segundo lugar, no puede desconocer el Juez Constitucional que tal como están las cosas, la entidad accionada no puede reconocer la prestación pretendida, por cuanto no se han reunido los requisitos que la ley exige para tales efectos.

En esas condiciones, se trata de un problema eminentemente probatorio (por hechos no demostrados: relación laboral, tiempo de servicio, obligación de cotización por parte de Superbuses, etc) que obliga a concluir que no está acreditada la real vulneración a prerrogativa fundamental alguna y que por tanto, al estar debidamente sustentado y fundamentado el fallo impugnado, lo que sobreviene es su confirmación por parte de la Sala.

8.- decisión final 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriado el fallo, se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala

Página 1 de 6

